
Nicolás Comini

¿De quién se defiende  
Sudamérica?

Cita recomendada:
Comini, Nicolás, (2013) “¿De quién se defiende Sudamérica?”, Foreign Affairs 
Latinoamérica, Vol. 13: Núm. 1, pp. 16-24. Disponible en: www.fal.itam.mx

LAT I NOAMÉRICA
volumen 13  •  número 1

enero-marzo 2013



material original de foreign affairs latinoamérica16

Nicolás Comini es investigador y becario doctoral del Consejo Nacional 
de Investigaciones Científicas y Técnicas de Buenos Aires, Argentina, y 
candidato a doctor en Ciencias Sociales por la Universidad de Buenos Ai-
res. Participó como miembro de la delegación argentina en las negociacio-
nes del Estatuto del Consejo de Defensa Suramericano.

¿De quién se defiende  
Sudamérica?

Nicolás Comini

n

En 2008, Brasil propuso la creación de un Consejo de Defensa Suramericano 
(cds). Su llamado a la multilateralidad se vio complementado con la edificación de 
una nueva Estrategia de Nacional Defensa y de una Ley de Movilización Nacio-
nal que promulgaban un reposicionamiento de las amenazas, trasladándolas desde 
el espacio intrarregional hacia la protección de la Amazonia, y de su plataforma 
en el Océano Atlántico ante potenciales agresores ajenos al área sudamericana. 

A pesar de todo esto, poco tiempo atrás, el gobierno de Dilma Rousseff pare-
ció hacer una fastuosa demostración de fuerza al enviar aproximadamente 10 000 
soldados no a la Amazonia o al Atlántico, sino a las fronteras con Argentina, Para-
guay y Uruguay, en el marco de la denominada Operación Ágata 5, que pretende 
“reprimir la criminalidad en las fronteras”. No es la primera vez, sin embargo, que 
desde el Palacio de Planalto se emite este tipo de mensajes contradictorios. De 
hecho, ya en 2009, el gobierno de Luiz Inácio Lula da Silva había movilizado sus 
tropas, de forma intensa y sin previo aviso, sobre la misma zona en el llamado ejer-
cicio Fronteira Sul. Este tipo de medidas que contradicen la dinámica discursiva 
de los actores en Sudamérica (que pone énfasis en la integración regional) con el 
mundo fáctico (ejemplificado en ejercicios militares o en intervenciones como las 
de Colombia en Ecuador) generan desconfianza y atentan contra el proceso inte-
gracionista. De esta coyuntura emerge la pregunta general de este trabajo: ¿de 
quién se defiende realmente América del Sur? 
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de la defensa y la integración regional
“La unión hace la fuerza”. “Divide y reinarás”. Muchos hechos a lo largo 
de la historia nos demuestran que la construcción política del conflicto armado 
redefine intereses, modifica percepciones y crea identidad, pero, para ello, como 
señala Jacques Rancière, antes debe (des)identificar. Todo esto afecta, para bien 
o para mal, al “otro”. 

Los asuntos de defensa, por su vinculación con la supervivencia e indepen-
dencia de los Estados, siempre se han cruzado con un recelo particular cuando de 
procesos de integración se ha tratado. En ese sentido, las ideas de globalización y 
regionalización que cobraron fuerza a partir de la década de 1980 estuvieron carac-
terizadas por contenidos comerciales, financieros, comunicacionales, tecnológicos 
y culturales. Pocos pensaron en la posibilidad de innovar en esquemas regionales 
de defensa unificados. Hasta ese punto parecía llegar —y todavía lo parece— el 
límite de la integración interestatal de nuestro continente.

Sin embargo, lo cierto es que, en los últimos años, la defensa ha adquirido nue-
vas formas en Sudamérica. Así, en 2008, los doce gobiernos sudamericanos, tras 
afrontar en forma conjunta las crisis en Bolivia, Colombia y Ecuador, tomaron 
la decisión política de participar de un proceso que intentara quebrar la dicoto-
mía defensa-integración y, para tales fines, crearon el cds de la Unión de Nacio-
nes Suramericanas (Unasur). Con esta propuesta, la integración en la región se 
convertiría en uno de los eslabones de un proceso mucho más amplio. ¿Para qué? 
Principalmente, para garantizar la paz en el subcontinente.

Ahora bien, desde su creación, este Consejo ha sido atravesado por profundas 
limitaciones, siendo la más notable de ellas su incapacidad para establecer denomi-
nadores comunes en la propia definición del concepto de defensa. En ese marco, 
ante el interrogante de cuál es el alcance de las fuerzas armadas en sus respectivos 
países, todos los gobiernos elaboran respuestas diferentes. 

Por ello, en el presente artículo nos proponemos dar cuenta de los principales 
aspectos que constriñen la capacidad de los países sudamericanos de avanzar en la 
posibilidad de integrarse en el área de la defensa y de cómo esta situación puede 
impactar en el esquema de la Unasur.

el consejo de defensa suramericano
Comencemos por aclarar de qué se trata este Consejo. La idea de conformar una 
organización de defensa sudamericana nació sin una propuesta formal. No hubo, 
en un primer momento, ningún documento que delineara la idea que el gobierno 
de Lula da Silva tenía. Lo que sí se sabía era que la defensa se estaba convirtiendo 
en uno de los ejes principales a partir de los cuales Brasil pretendía articular el pro-
ceso de integración sudamericano y, por ende, su proyección internacional. 

Ya hacia 2006, el punto 39 del denominado Projeto Brasil 3 Tempos: 50 Temas 
Estratégicos auguraba que, para 2061, “el perfeccionamiento de la política de defensa 
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podrá hacer que Brasil fortalezca su capacidad de defensa, aisladamente o como 
parte de un sistema colectivo de defensa con los países vecinos”.

En ese contexto, a principios de 2008, el Ministro de Defensa brasileño, Nel-
son Jobim, se convertiría —junto con Roberto Mangabeira Unger en la Secreta-
ría de Asuntos Estratégicos— en el principal motor para situar la cuestión de la 
defensa como una temática de alta relevancia en la agenda regional. Para tal fines, 
Jobim viajaría por la región para plantear la necesidad de crear un esquema regio-
nal de defensa. La gira no comenzaría, sin embargo, por ninguno de los países del 
subcontinente, sino que tendría su punto de partida en Washington. Es decir, la 
primera reunión formal que se diagramaría desde Brasilia sería con la entonces 
Secretaria de Estado estadounidense, Condoleezza Rice, el 21 de marzo del 2008. 
En abril, Jobim iniciaría una gira por Sudamérica, con el propósito de difundir la 
idea brasileña de un mecanismo de defensa regional. 

A partir de ese momento, dos paradigmas entrarían en juego: el venezolano y 
el brasileño. Mientras que la propuesta venezolana pretendía la configuración de 
un eje militar unionista —es decir, de un mecanismo de seguridad colectivo rígido 
que generara compromisos de defensa mutua entre sus miembros—, la brasileña 
auguraba la creación de un espacio de cooperación flexible, sin ataduras ni auto-
matismos. Sería esta última la alternativa que terminaría imponiéndose. El modelo 
venezolano fue descartado y, en cambio, el cds fue concebido como una instancia 
de consulta, cooperación y coordinación en materia de defensa. Entre sus objeti-
vos generales, se propuso consolidar a la región “como una zona de paz, base para 
la estabilidad democrática y el desarrollo integral de sus pueblos, y como contri-
bución a la paz mundial”.

El Consejo es parte de la Unasur y, por lo tanto, los doce países del bloque están 
allí representados: Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Ecuador, Guyana, 
Paraguay, Perú, Surinam, Uruguay y Venezuela. Los Ministros de Defensa, acom-
pañados por altos representantes de las Cancillerías, presiden el cds. El Consejo se 
reúne, en términos ordinarios, anualmente, aunque también cuenta con una instan-
cia ejecutiva, conformada por los Viceministros de Defensa, que se reúne semes-
tralmente. Entre sus objetivos generales (además de la mencionada consolidación 
de Sudamérica como una zona de paz) figuran la construcción de una identidad 
sudamericana en materia de defensa y la generación de consensos para fortalecer 
la cooperación regional en la materia.

de los ámbitos de acción de las fuerzas armadas
La falta de consenso respecto del concepto de defensa tiene implicacio-
nes directas sobre el Consejo y, por lo tanto, sobre el proceso de integración den-
tro del cual se enmarca. La primera de ellas tiene que ver con la dificultad para 
definir, de forma combinada, cuáles son las principales amenazas a la defensa en 
la región. Lo que para algunos Estados representa una amenaza a la defensa, para 
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otros significa una amenaza a la seguridad interior, o viceversa. En países como 
Bolivia, Colombia, Perú, Venezuela e inclusive Brasil las fuerzas armadas tienen 
una participación directa en la lucha contra el narcotráfico, contra grupos arma-
dos considerados fuera de la ley o contra el terrorismo —de hecho, en ese marco 
se diseñó la Operación Ágata 5—. Todas ellas son funciones vedadas para los apa-
ratos castrenses de Estados como los de Argentina y Chile, inhabilitados norma-
tivamente para cumplir con tareas de seguridad interna. 

Como ejemplo de esta dinámica contrapuesta, tomemos dos casos que resultan 
ilustrativos: el venezolano y el argentino. La normativa venezolana se presenta en 
las antípodas del modelo argentino. La amplitud del concepto de “defensa inte-
gral” que su legislación promulga —a partir del cual se articuló la creación de una 
Milicia Nacional Bolivariana y la restructuración de la ahora denominada Fuerza 
Armada Nacional Bolivariana— ha llevado al consecuente ensanchamiento de los 
límites de estas últimas. En ese contexto, sus Fuerzas Armadas tienen la misión, 
entre otras, de “defender los puntos estratégicos que garantizan el desenvolvimiento 
de las actividades de los diferentes ámbitos: social, político, cultural, geográfico, 
ambiental militar y económico”, y “preparar y organizar al pueblo para la defensa 
integral con el propósito de coadyuvar a la independencia, soberanía e integridad 
del espacio geográfico de la Nación”.

En contraposición, en Argentina existe una clara separación de los ámbitos de 
la defensa y la seguridad interior. En la actualidad, la defensa es considerada la 
“integración y acción coordinada de todas las fuerzas de la Nación para la solución 
de aquellos conflictos que requieran el empleo de las Fuerzas Armadas, en forma 
disuasiva o efectiva, para enfrentar las agresiones de origen externo perpetradas por 
Fuerzas Armadas pertenecientes a otro(s) Estado(s)”. Concebida de esa manera, 
toda amenaza que no provenga de las fuerzas armadas de otro Estado excede el 
ámbito de acción de la defensa —cuyo instrumento son las fuerzas armadas—.

 Así, la defensa se diferencia de la Seguridad Interior, que remite “al debido y más 
eficaz tratamiento policial, preventivo o represivo, frente a desastres naturales o cau-
sados por el hombre y a los ilícitos que por su naturaleza, magnitud y consecuencias 
previsibles, peligrosidad o modalidades, comprometan la vida, el patrimonio de los 
habitantes, sus derechos y garantías, los servicios públicos esenciales y, en particular, 
la plena vigencia de la Constitución Nacional y de las leyes dictadas en su virtud”.

Por lo tanto, aquellas cuestiones asociadas, por ejemplo, al tráfico de drogas, 
contrabando o trata de blancas constituyen espacios vetados para el sector castrense 
argentino, ya que en la actualidad recaen dentro de las competencias de las fuerzas 
de seguridad intermedias —gendarmería, prefectura y policía de seguridad aero-
portuaria— y de las fuerzas policiales, adiestradas, supuestamente, para esos fines.

Esta fragmentación de los “ámbitos de acción” de la defensa en Sudamérica 
hace complejo y espinoso pensar, en el corto plazo, en estrategias concertadas, dado 
que, para algunos actores, esto implicaría una restricción de la órbita de poder de 
sus instrumentos militares y, para otros, una peligrosa ampliación. 
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de las hipótesis de conflicto 
Otro de los factores que obstaculizan la generación de una idea unificada de 
la defensa tiene que ver con la persistencia de las tradicionales hipótesis de con-
flicto intrarregionales. Más allá de la demostrada trayectoria de resolución pacífica 
de controversias en Sudamérica, aún subsiste en el imaginario de ciertos sectores 
políticos y militares la anacrónica percepción de un potencial conflicto bélico con 
los países vecinos. Esto es evidente en la zona andina, donde, de forma recurrente, 
algunos funcionarios públicos se refieren al eventual estallido de una guerra entre 
Colombia y Ecuador o entre Colombia y Venezuela, por ejemplo, o cuando rea-
grupan tropas y medios materiales en zonas de frontera después de alguna tensión 
política entre algunos de los gobiernos.

En 2009, el entonces ministro de Defensa colombiano Gabriel Silva asegu-
raba, en pleno incremento de las tensiones con Venezuela, que “por primera vez en 
décadas, prácticamente un siglo, al ministro de Defensa también le toca pensar en 
cómo enfrentar y prepararse para una situación de amenaza externa”. En aquellos  
tiempos, también el presidente ecuatoriano Rafael Correa acudía al recurso bélico 
como alternativa no deseada, mas posible. Así, en julio de 2009 —a poco más de 
un año de la intervención militar colombiana en territorio ecuatoriano—, el man-
datario sostenía: “[N]o permitiré un ultraje al territorio patrio como el que ocurrió 
el 1 de marzo de 2008 en Angostura […], si Colombia nos agrede nuevamente, 
la respuesta será militar”.

Ni siquiera los países del Cono Sur parecerían liberarse absolutamente de tan 
errada percepción. Ello pudo apreciarse cuando el ex presidente uruguayo Tabaré 
Vázquez testificó, de manera “anecdótica”, que frente al conflicto con Argentina 
por la instalación de las plantas de celulosa sobre la zona de Fray Bentos se habían 
planteado “todos los escenarios […], hasta que hubiera un conflicto bélico”. Allí 
no sólo reinstaló un escenario irracional, sino que además puso en relieve otro 
elemento de suma importancia para comprender las limitaciones que implica la 
cuestión de la defensa para el proceso de integración sudamericano: la casi total 
dependencia en términos armamentísticos. 

de dependencias y carreras armamentistas 
Centrémonos en la cuestión de la dependencia de insumos tecnológicos y 
armamentísticos. Cuando Tabaré Vázquez menciona el tema de la consulta con 
el gobierno de George W. Bush, plantea que ésta se dio luego de haberse reunido 
con los máximos representantes de las fuerzas armadas uruguayas, que asegura-
ran: “tenemos cinco aviones y combustible para 24 horas; si salen nuestros cinco 
aviones, no vuelve ninguno”. Intencionalmente o no, Vázquez pretende ilustrar un 
estado de desprotección nacional, y les brinda nuevos argumentos a aquellos acto-
res empeñados en encontrar indicios de una carrera armamentista en la región. Si 
esta afirmación se argumenta didácticamente sería la siguiente: si alguien expresa 
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que se encuentra desprotegido frente ante un potencial enemigo, lo que indirecta-
mente está planteando es que habría que tomar los recaudos necesarios para equi-
parar ese desequilibrio o, al menos, minimizar los déficits propios. 

Ahora bien, si se planteara la existencia de una supuesta carrera armamentista 
en la región, habría que preguntarse acerca del origen del material incorporado. En 
este sentido, según el último informe del Stockholm International Peace Research 
Institute (sipri), siete de las diez mayores empresas productoras de armamen-
tos son estadounidenses (Lockheed Martin, Boeing, Northrop Grumman, Gene-
ral Dynamics, Raytheon, l-3 Communications y United Technologies). ¿Y las 
tres restantes? Europeas: bae Systems, European Aeronautic Defence and Space 
Company (eads) y Finmeccanica. 

Al respecto, no es extraño que sean muchos los interesados en dotar de atuendos 
a los desnudos, sobre todo aquellos situados en centros de poder que se encuentran 
atravesando serias crisis económicas y para los cuales la producción y exportación 
de armamentos suele presentarse como una tentadora ventana de oportunidad para 
reactivar sus economías. No debe olvidarse que para que los países sudamericanos 
estén en condiciones de embarcarse en una carrera de armamentos se requiere que 
las grandes potencias militares brinden tecnología, capacidades y medios para ello. 
Esto no representa, sin embargo, una novedad en la región. 

Hoy en día, si se diese una competencia en la compra de material bélico en Sud-
américa, los principales beneficios económicos estarían lejos de la región. Sumado 
a que ninguna compañía sudamericana se encuentra entre las principales produc-
toras de armamentos, ningún país sudamericano figura entre los mayores vende-
dores. Esta lista está encabezada, como es de suponer, por Estados Unidos, que 
acapara el 30% del mercado mundial; Rusia, que lo sigue con un  23%, y Alema-
nia, con un 11%. Luego nos encontramos con Francia y el Reino Unido, con por-
ciones del 7% y 4% del mercado, respectivamente.

Asimismo, es necesario agregar que los sistemas de armas existentes de los paí-
ses sudamericanos son enormemente dependientes de insumos extrarregionales. 
Esto se torna fácilmente perceptible en el área aeronáutica —así se trate de aero-
naves de combate, entrenamiento o transporte— donde la presencia de los Esta-
dos Unidos, España, Francia e Israel es inmensa.

Hay otro punto que los fundamentalistas de las carreras armamentistas no sue-
len tener en cuenta. A causa de la inexistencia de una visión compartida en la deli-
mitación entre defensa y seguridad interna, se había tornado imposible, al menos 
hasta ahora, comparar cuánto y en qué gastan los países sudamericanos. Es decir, 
si en Colombia las fuerzas armadas cumplen funciones activas en materias que en 
Chile llevan a cabo las fuerzas de seguridad, ¿cómo hacer para realmente com-
parar cuánto se destina a la defensa y cuánto a la seguridad interior en cada caso? 

Justamente para evitar recaer en comparaciones desafortunadas, los miembros 
del Consejo de Defensa de Unasur han desarrollado un Registro Sudamericano de 
Gasto de Defensa. Este inédito instrumento se sustenta en una definición común 
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respecto de qué implica la idea de “gasto de defensa”, así como en una metodo-
logía estandarizada para la presentación de la información y un mecanismo anual 
para la remisión de la información por parte de los países que conforman el blo-
que regional.

En mayo se presentaron al público los resultados del primer informe, del cual se 
desprende que casi el 44.7% del total de lo gastado por la región en defensa entre 
2006 y 2010 corresponde a Brasil, algo que lo situó en el décimo puesto de aquellos  
países que más gastan en esta materia, según el informe The Military Balance de 
2011. Muy detrás lo siguen Colombia (17%), Venezuela (10.6%), Chile (9%) y 
Argentina (8.3%). Sin embargo, cuando se mira el porcentaje que cada país le des-
tina en relación con su pib, resulta interesante observar que sólo Ecuador se sitúa 
por encima de la línea del 2% (en 2010, Ecuador destinó a la defensa un 2.74% de 
su pib). De hecho, el gasto total de defensa como porcentaje del pib acumulado 
de la región entre 2006 y 2010 fue de un promedio que no se contradice con las 
tendencias percibidas en el resto del mundo: el 0.91%. 

El Center for Arms Control and Non-Proliferation demuestra que en 2008 (y 
ésta es una tendencia que se mantiene constante) los gastos de defensa de Estados 
Unidos representaban el 44.32% del total de mundial destinado a esa área. Después 
seguía el resto de los países de la Organización del Tratado del Atlántico Norte con 
un 20.72%; Asia del Este y Australasia con un 8.36%; el Medio Oriente y el Norte 
de África con el 7.03%; Rusia con el 5.47%, y China con el 5.31%. Por su parte, 
entre todos los países de Latinoamérica y el Caribe suman el 3.69% del conjunto.

Asimismo, en la propuesta de presupuesto discrecional (que representa el 31% 
del presupuesto absoluto del Estado) del gobierno de Obama para el año fiscal 
2013, se contempla que nada más ni nada menos que un 57% del mismo se des-
tine a esos fines.

de las alianzas extrarregionales divergentes
Ahora bien, de la profunda dependencia externa se desprende un tercer 
factor que debe tenerse en cuenta a la hora de vislumbrar las complejidades que 
coexisten en torno al proceso de integración en materia de defensa en el que se 
encuentran inmersos los países de la Unasur. 

Se trata de la forma como ellos han ido diagramando sus alianzas individuales 
con otros actores del orbe. Esto ha desembocado en notables divergencias respecto 
de los vínculos extrarregionales que los países sudamericanos han forjado durante 
los últimos años para salir de esquemas de monodependencia. 

Así, a lo largo de los últimos años, Brasil ha estrechado vínculos con Alemania 
para reemplazar los tanques estadounidense m-16 y m-41, ha acordado la venta 
(con muchas ideas y vueltas) de Súper Tucanos a Estados Unidos, ha coqueteado 
con Moscú, París y Washington para adquirir 36 aviones de combate y ha acor-
dado la construcción de submarinos con tecnología francesa. En Chile, la Ley 
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Reservada del Cobre les ha permitido a las fuerzas armadas adquirir aviones f-16 
holandeses, kc-135e estadounidenses y aviones no tripulados israelíes, carros de 
combate Leopard ii y Marder germanos. En cambio, Venezuela ha profundizado 
sus vínculos con Rusia comprándoles fusiles, vehículos de infantería de combate 
blindados, sistemas de artillería antiaérea, aviones caza o helicópteros de combate. 

Si bien en algunos casos —como el de los submarinos brasileños— se concreta 
una transferencia tecnológica, lo cierto es que, en general, la dependencia se man-
tiene constante.

comprando enemigos
Para que el proceso de integración que encara Sudamérica se profundice, es 
necesario que sus Estados miembros avancen dando pasos concretos en el área de 
la defensa. Y para que esta dinámica se materialice, se requiere, ante todo, adop-
tar ciertos recaudos. 

En primer lugar, se deben evitar las contradicciones como las que reciente-
mente han provocado los miembros del gobierno brasileño, quienes, por un lado, 
fomentan la multilateralidad desde el discurso, pero, por otro, adoptan medidas 
unilaterales que generan temor entre los países vecinos. 

En segundo lugar, es preciso hacer efectivos los controles constitucionales para 
impedir la ampliación de las funciones del sector castrense destinadas a cumplir 
con demandas externas a nuestra región. En este último sentido, se ha tornado 
moneda corriente que miembros de la comunidad de especialistas en seguridad 
hagan hincapié en cuán útil podría resultar que países como Argentina o Chile 
utilicen a las fuerzas armadas para enfrentar las “nuevas guerras”. Pocos días atrás, 
el Subsecretario Adjunto de Defensa para Asuntos del Hemisferio Occidental de 
Estados Unidos, Frank Mora, sostenía en Buenos Aires que a veces es necesario 
el apoyo de las fuerzas armadas para combatir ciertas amenazas, como aquellas 
enmarcadas en los ataques cibernéticos, los desastres naturales o el crimen orga-
nizado transnacional.

Vale aquí destacar la frase de un compatriota de Mora, George Washington, 
en la que asegura que “cuando se lucha por intereses que no lo son, la nación se 
encuentra frecuentemente comprometida en conflictos que le son ajenos; actuar 
así, es actuar imprudentemente”. 

Tomemos esta enseñanza como propia y trasladémosla, a modo ilustrativo, a 
la lucha militar contra el crimen organizado, específicamente contra el narcotrá-
fico. Hay una intención manifiesta por parte de los Estados más grandes de per-
suadir a los países más débiles de que son ellos los culpables de dicho flagelo y de 
que la fuerza militar representa un adecuado medio para transitar por el sinuoso 
camino de su redención. De esa forma, se pretende imponer la presencia de ciertas 
amenazas que supuestamente deberían ser confrontadas por medio de las estruc-
turas castrenses. 
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Esto genera, sin embargo, notables problemáticas. Militarizar este tipo de cues-
tiones conlleva la consecuente miopía de los lentes a partir de los cuales se las 
observa. A partir de la militarización del narcotráfico, se obstruye la adecuada 
comprensión de este fenómenos en su complejidad y se permite, asimismo, eva-
dir las tareas de enfrentar los problemas de la demanda y del consumo en países 
como Estados Unidos, los países europeos, así como de las redes de corrupción 
que, tanto a nivel interno como internacional, suelen vincular transversalmente a 
sectores políticos, judiciales, económicos y policiales. 

Para combatir estas cuestiones, poco espacio tienen a las fuerzas armadas  
—con excepción de las funciones de control y monitoreo—, más allá de la pér-
dida masiva de vidas, recursos y la exposición de la institución a presiones prove-
nientes de diversos grupos, con múltiples e intensos intereses. 

En tercer lugar, deben erradicarse definitivamente todos aquellos residuos de 
imaginarios anacrónicos desde los cuales pudieran emerger estrategias centradas 
en amenazas surgidas en el seno de nuestra propia región. Sudamérica es el sub-
continente con menor conflictividad bélica del mundo y, respecto de la resolución 
pacífica de controversias, su historia nos permite trabajar en hipótesis superado-
ras de los conflictos bélicos. Incluso en los momentos de máxima tensión que ha 
transitado la región entre 2008 y 2010, con Colombia, Ecuador y Venezuela como 
actores protagónicos, han sido superados mediante la amplia red de espacios ins-
titucionales de cooperación regional. 

Por último, más allá de la profunda dependencia estructural que tienen los paí-
ses de la Unasur en cuestiones de ciencia, tecnología e industria para la defensa, se 
debe progresar en el desarrollo regional de medios y capacidades orientadas a la 
aplicación dual, es decir, que se puedan utilizar tanto con fines militares como civi-
les. Sólo a partir de una reducción de la exagerada dependencia actual, los Estados 
sudamericanos podrán avanzar en un proceso integrador que no requiera el visto 
bueno de actores exógenos al subcontinente, lo que permitiría un mayor margen de 
maniobra para materializar realmente las propuestas acordadas en los documentos.

Ante este panorama, se hace notorio que las amenazas a la defensa de Sudamé-
rica no se encuentran situadas al interior de sus fronteras, sino en la voz de quienes 
pretenden generar discordia entre sus naciones, en los que buscan manipular a los 
sectores castrenses para luchar en guerras que deben combatirse con otras armas 
y en quienes pretenden motivar conflictos intrarregionales para ampliar sus mer-
cados armamentistas y justificar, de esa forma, sus gigantescos complejos indus-
triales-militares. De todos ellos debe defenderse la región. Ñ


